
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL 292/2000

En esta materia la sentencia del Tribunal Constitucional de España SCT 292/2000 se 
erige como un pilar fundamental para comprender la autonomía e independencia del 
derecho a la protección de datos personales.

A manera de contexto, la litis de la Sentencia 292/2000 del 30 de noviembre del 
2000,1 versa sobre el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del 
Pueblo contra los artículos 21.1 y 24.1 de la Ley Orgánica 15/1999 de Protección de 
Datos de Carácter Personal del 13 de diciembre de 1999.2

De manera paralela en que la Sentencia se pronuncia sobre la inconstitucionalidad 
de estas disposiciones, en medio de sus razonamientos se van sentado las bases jurídicas 
que tajantemente reconocen como un derecho fundamental a la protección de datos de 
carácter personal.

Dada su importancia, a continuación se reproducen dichos argumentos.
4. Sin necesidad de exponer con detalle las amplias posibilidades que la informática 
ofrece tanto para recoger como para comunicar datos personales ni los indudables 
riesgos que ello puede entrañar, dado que una persona puede ignorar no sólo cuáles 
son los datos que le conciernen que se hallan recogidos en un fi chero sino también 
si han sido trasladados a otro y con qué fi nalidad, es sufi ciente indicar ambos extre-
mos para comprender que el derecho fundamental a la intimidad (art. 18.1 CE) no 
aporte por sí sólo una protección sufi ciente frente a esta nueva realidad derivada del 
progreso tecnológico.
 Ahora bien, con la inclusión del vigente art. 18.4 CE el constituyente puso de 
relieve que era consciente de los riesgos que podría entrañar el uso de la informática 
y encomendó al legislador la garantía tanto de ciertos derechos fundamentales como 
del pleno ejercicio de los derechos de la persona. Esto es, incorporando un instituto 
de garantía “como forma de respuesta a una nueva forma de amenaza concreta a la 
dignidad y a los derechos de la persona”, pero que es también, “en sí mismo, un dere-
cho o libertad fundamental” (STC 254/1993, de 20 de julio, FJ 6)…
5...
Pues bien, en estas decisiones el Tribunal ya ha declarado que el art. 18.4 CE con-
tiene, en los términos de la STC 254/1993, un instituto de garantía de los derechos a 
la intimidad y al honor y del pleno disfrute de los restantes derechos de los ciudada-
nos que, además, es en sí mismo “un derecho o libertad fundamental, el derecho a la 
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libertad frente a las potenciales agresiones a la dignidad y a la libertad de la persona 
provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento mecanizado de datos, lo que la 
Constitución llama ‘la informática’”, lo que se ha dado en llamar “libertad infor-
mática” (FJ 6, reiterado luego en las SSTC 143/1994, FJ 7, 11/1998, FJ 4, 94/1998, 
FJ 6, 202/1999, FJ 2). La garantía de la vida privada de la persona y de su reputación 
poseen hoy una dimensión positiva que excede el ámbito propio del derecho fun-
damental a la intimidad (art. 18.1 CE), y que se traduce en un derecho de control 
sobre los datos relativos a la propia persona. La llamada “libertad informática” es así 
derecho a controlar el uso de los mismos datos insertos en un programa informático 
(habeas data) y comprende, entre otros aspectos, la oposición del ciudadano a que 
determinados datos personales sean utilizados para fi nes distintos de aquel legítimo 
que justifi có su obtención (SSTC 11/1998, FJ 5, 94/1998, FJ 4).
 Este derecho fundamental a la protección de datos, a diferencia del derecho a 
la intimidad del art. 18.1 CE, con quien comparte el objetivo de ofrecer una efi caz 
protección constitucional de la vida privada personal y familiar, atribuye a su titular 
un haz de facultades que consiste en su mayor parte en el poder jurídico de imponer 
a terceros la realización u omisión de determinados comportamientos cuya concreta 
regulación debe establecer la Ley, aquella que conforme al art. 18.4 CE debe limitar 
el uso de la informática, bien desarrollando el derecho fundamental a la protección 
de datos (art. 81.1 CE), bien regulando su ejercicio (art. 53.1 CE). La peculiaridad 
de este derecho fundamental a la protección de datos respecto de aquel derecho fun-
damental tan afín como es el de la intimidad radica, pues, en su distinta función, lo 
que apareja, por consiguiente, que también su objeto y contenido difi eran.
6. La función del derecho fundamental a la intimidad del art. 18.1 CE es la de 
proteger frente a cualquier invasión que pueda realizarse en aquel ámbito de la vida 
personal y familiar que la persona desea excluir del conocimiento ajeno y de las in-
tromisiones de terceros en contra de su voluntad (por todas STC 144/1999, de 22 
de julio, FJ 8). En cambio, el derecho fundamental a la protección de datos persigue 
garantizar a esa persona un poder de control sobre sus datos personales, sobre su uso 
y destino, con el propósito de impedir su tráfi co ilícito y lesivo para la dignidad y 
derecho del afectado. En fi n, el derecho a la intimidad permite excluir ciertos datos 
de una persona del conocimiento ajeno, por esta razón, y así lo ha dicho este Tribunal 
(SSTC 134/1999, de 15 de julio, FJ 5; 144/1999, FJ 8; 98/2000, de 10 de abril, FJ 
5; 115/2000, de 10 de mayo, FJ 4), es decir, el poder de resguardar su vida privada de 
una publicidad no querida. El derecho a la protección de datos garantiza a los indi-
viduos un poder de disposición sobre esos datos. Esta garantía impone a los poderes 
públicos la prohibición de que se conviertan en fuentes de esa información sin las 
debidas garantías; y también el deber de prevenir los riesgos que puedan derivarse del 
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acceso o divulgación indebidas de dicha información. Pero ese poder de disposición 
sobre los propios datos personales nada vale si el afectado desconoce qué datos son 
los que se poseen por terceros, quiénes los poseen, y con qué fi n.
 De ahí la singularidad del derecho a la protección de datos, pues, por un lado, 
su objeto es más amplio que el del derecho a la intimidad, ya que el derecho funda-
mental a la protección de datos extiende su garantía no sólo a la intimidad en su di-
mensión constitucionalmente protegida por el art. 18.1 CE, sino a lo que en ocasio-
nes este Tribunal ha defi nido en términos más amplios como esfera de los bienes de la 
personalidad que pertenecen al ámbito de la vida privada, inextricablemente unidos 
al respeto de la dignidad personal (STC 170/1987, de 30 de octubre, FJ 4), como el 
derecho al honor, citado expresamente en el art. 18.4 CE, e igualmente, en expresión 
bien amplia del propio art. 18.4 CE, al pleno ejercicio de los derechos de la persona. 
El derecho fundamental a la protección de datos amplía la garantía constitucional a 
aquellos de esos datos que sean relevantes para o tengan incidencia en el ejercicio de 
cualesquiera derechos de la persona, sean o no derechos constitucionales y sean o no 
relativos al honor, la ideología, la intimidad personal y familiar a cualquier otro bien 
constitucionalmente amparado.
 De este modo, el objeto de protección del derecho fundamental a la protección 
de datos no se reduce sólo a los datos íntimos de la persona, sino a cualquier tipo de 
dato personal, sea o no íntimo, cuyo conocimiento o empleo por terceros pueda afec-
tar a sus derechos, sean o no fundamentales, porque su objeto no es sólo la intimidad 
individual, que para ello está la protección que el art. 18.1 CE otorga, sino los datos 
de carácter personal. Por consiguiente, también alcanza a aquellos datos personales 
públicos, que por el hecho de serlo, de ser accesibles al conocimiento de cualquiera, 
no escapan al poder de disposición del afectado porque así lo garantiza su derecho a 
la protección de datos. También por ello, el que los datos sean de carácter personal 
no signifi ca que sólo tengan protección los relativos a la vida privada o íntima de la 
persona, sino que los datos amparados son todos aquellos que identifi quen o permi-
tan la identifi cación de la persona, pudiendo servir para la confección de su perfi l 
ideológico, racial, sexual, económico o de cualquier otra índole, o que sirvan para 
cualquier otra utilidad que en determinadas circunstancias constituya una amenaza 
para el individuo.
 Pero también el derecho fundamental a la protección de datos posee una se-
gunda peculiaridad que lo distingue de otros, como el derecho a la intimidad per-
sonal y familiar del art. 18.1 CE. Dicha peculiaridad radica en su contenido, ya que 
a diferencia de este último, que confi ere a la persona el poder jurídico de imponer a 
terceros el deber de abstenerse de toda intromisión en la esfera íntima de la persona 
y la prohibición de hacer uso de lo así conocido (SSTC 73/1982, de 2 de diciembre, 
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FJ 5; 110/1984, de 26 de noviembre, FJ 3; 89/1987, de 3 de junio, FJ 3; 231/1988, 
de 2 de diciembre, FJ 3; 197/1991, de 17 de octubre, FJ 3, y en general las SSTC 
134/1999, de 15 de julio, 144/1999, de 22 de julio, y 115/2000, de 10 de mayo), el 
derecho a la protección de datos atribuye a su titular un haz de facultades consistente 
en diversos poderes jurídicos cuyo ejercicio impone a terceros deberes jurídicos, que 
no se contienen en el derecho fundamental a la intimidad, y que sirven a la capital 
función que desempeña este derecho fundamental: garantizar a la persona un poder 
de control sobre sus datos personales, lo que sólo es posible y efectivo imponiendo 
a terceros los mencionados deberes de hacer. A saber: el derecho a que se requiera el 
previo consentimiento para la recogida y uso de los datos personales, el derecho a 
saber y ser informado sobre el destino y uso de esos datos y el derecho a acceder, rec-
tifi car y cancelar dichos datos. En defi nitiva, el poder de disposición sobre los datos 
personales (STC 254/1993, FJ 7).
7. De todo lo dicho resulta que el contenido del derecho fundamental a la protección 
de datos consiste en un poder de disposición y de control sobre los datos personales 
que faculta a la persona para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, 
sea el Estado o un particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que también 
permite al individuo saber quién posee esos datos personales y para qué, pudiendo 
oponerse a esa posesión o uso. Estos poderes de disposición y control sobre los datos 
personales, que constituyen parte del contenido del derecho fundamental a la pro-
tección de datos se concretan jurídicamente en la facultad de consentir la recogida, 
la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior almacenamiento y trata-
miento, así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el Estado o un particular. 
Y ese derecho a consentir el conocimiento y el tratamiento, informático o no, de los 
datos personales, requiere como complementos indispensables, por un lado, la facul-
tad de saber en todo momento quién dispone de esos datos personales y a qué uso los 
está sometiendo, y, por otro lado, el poder oponerse a esa posesión y usos.3

Los aspectos centrales de la Sentencia 292/2000 del Tribunal Constitucional español 
son los siguientes:

El derecho fundamental a la protección de datos persigue garantizar a cualquier per-
sona el poder de control sobre sus datos personales, sobre su uso y destino, con 
el propósito de impedir su tráfi co ilícito y lesivo para la dignidad y derecho del 
afectado.
El objeto de protección del derecho fundamental a la protección de datos no se 
reduce a los datos íntimos de la persona, sino a cualquier tipo de dato personal, sea 
o no íntimo, cuyo conocimiento o empleo por tercero pueda afectar a sus derechos 
sean o no fundamentales.
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El derecho a la protección de datos atribuye a su titular una haz de facultades consis-
tentes en diversos poderes jurídicos cuyo ejercicio impone a terceros deberes jurídicos 
que se traducen en el derecho a que se requiera el previo consentimiento para la ob-
tención y uso de los datos personales, el derecho a saber y ser informado sobre el des-
tino y uso de esos datos y el derecho de acceder, rectifi car y cancelar dichos datos.

Es así como el derecho a la protección de datos personales se desliga totalmente del 
derecho a la intimidad para constituirse como un derecho fundamental y autónomo. 

Dicho reconocimiento conlleva dotar al titular de los datos con un as de facultades 
para ejercer el mismo y que, a su vez, se traducen en deberes u obligaciones de hacer a 
quien posee o trata los mismos (sea el propio Estado, particulares o terceros).

Notas

1 Disponible en el sitio ofi cial de Internet del Tribunal Constitucional de España en el vínculo: http://
www.tribunalconstitucional.es/es/jurisprudencia/Paginas/Sentencia.aspx?cod=7467

2 El artículo 21 señala que la Comunicación de datos entre Administraciones públicas: 1. Los datos 
de carácter personal recogidos o elaborados por las Administraciones públicas para el desempeño de sus 
atribuciones no serán comunicados a otras Administraciones públicas para el ejercicio de competencias 
diferentes o de competencias que versen sobre materias distintas, salvo cuando la comunicación hubiere 
sido prevista por las disposiciones de creación del fi chero o por disposición de superior rango que regule su 
uso, o cuando la comunicación tenga por objeto el tratamiento posterior de los datos con fi nes históricos, 
estadísticos o científi cos. 

Por su parte el artículo 24 dispone otras excepciones a los derechos de los afectados: 1. Lo dispuesto en 
los apartados 1 y 2 del artículo 5 no será aplicable a la recogida de datos cuando la información al afectado 
impida o difi culte gravemente el cumplimiento de las funciones de control y verifi cación de las Administra-
ciones públicas o cuando afecte a la Defensa Nacional, a la seguridad pública o a la persecución de infrac-
ciones penales o administrativas.

3 Disponible en el sitio ofi cial de internet del Tribunal Constitucional de España. 
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